
Objeto

Incumplimiento de Estado — No adopción, dentro del plazo
señalado, de las disposiciones necesarias para dar cumplimiento
a lo dispuesto en la Directiva 2004/18/CE del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 31 de marzo de 2004, sobre la coor-
dinación de los procedimientos de adjudicación de contratos
públicos de obras, de suministro y de servicios (DO L 134,
p. 114).

Fallo

1) Declarar que el Gran Ducado de Luxemburgo ha incumplido las
obligaciones que le incumben en virtud de la Directiva
2004/18/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de
31 de marzo de 2004, sobre la coordinación de los procedimientos
de adjudicación de contratos públicos de obras, de suministro y de
servicios, al no haber adoptado dentro del plazo señalado, las
disposiciones legales reglamentarias y administrativas necesarias
para dar cumplimiento a lo dispuesto en la citada Directiva.

2) Condenar en costas al Gran Ducado de Luxemburgo.

(1) DO C 211 de 8.9.2007.

Auto del Tribunal de Justicia (Sala Cuarta) de 23 de abril de
2008 [petición de decisión prejudicial planteada por la High
Court of Justice (Chancery Division) — Reino Unido] —
The Test Claimants in the CFC and Dividend Group

Litigation/Commissioners of Inland Revenue

(Asunto C-201/05) (1)

(«Artículo 104, apartado 3, párrafo primero, del Reglamento
de Procedimiento — Libertad de establecimiento — Libre
circulación de capitales — Fiscalidad directa — Impuesto
sobre sociedades — Dividendos de acciones que una sociedad
residente percibe de una sociedad no residente — Régimen de
las sociedades extranjeras controladas (SEC) — Situación con
relación a un país tercero — Calificación de las reclamaciones
interpuestas contra la Administración tributaria — Responsa-
bilidad de un Estado miembro por infracción del Derecho

comunitario»)

(2008/C 209/18)

Lengua de procedimiento: inglés

Órgano jurisdiccional remitente

High Court of Justice (Chancery Division)

Partes

Demandante: The Test Claimants in the CFC and Dividend Group
Litigation

Demandada: Commissioners of Inland Revenue

Objeto

Petición de decisión prejudicial — High Court of Justice
(Chancery Division) — Interpretación de los artículos 43 CE,
49 CE y 56 CE — Legislación fiscal nacional — Impuesto sobre
sociedades — Exención — Dividendos abonados por otras
sociedades a una sociedad establecida en el territorio nacional
— Situación diferente según el Estado en el que están estable-
cidas las otras sociedades.

Fallo

1) El artículo 43 CE debe interpretarse en el sentido de que no se
opone a una legislación de un Estado miembro que declara exentos
del impuesto sobre sociedades los dividendos que una sociedad resi-
dente percibe de otra sociedad residente, mientras que sujeta a dicho
impuesto los dividendos que una sociedad residente percibe de una
sociedad no residente de la que posee una participación que le
confiere una influencia real en las decisiones de dicha sociedad y le
permite determinar las actividades de ésta, concediendo un crédito
fiscal por el impuesto efectivamente pagado por la sociedad que
distribuye beneficios en su Estado miembro de residencia, siempre
que el tipo impositivo sobre los dividendos de origen extranjero no
sea superior al tipo impositivo aplicado a los dividendos de origen
nacional y que el crédito fiscal sea al menos igual al importe
pagado en el Estado miembro de la sociedad que distribuye benefi-
cios hasta el límite de la cuantía impositiva aplicada en el Estado
miembro de la sociedad beneficiaria.

El artículo 56 CE debe interpretarse en el sentido de que no se
opone a una legislación de un Estado miembro que declara exentos
del impuesto sobre sociedades los dividendos que una sociedad resi-
dente percibe de otra sociedad residente, mientras que sujeta a dicho
impuesto los dividendos que una sociedad residente percibe de una
sociedad no residente de la que posee al menos el 10 % de los dere-
chos de voto, concediendo un crédito fiscal por el impuesto efectiva-
mente pagado por la sociedad que distribuye beneficios en su Estado
miembro de residencia, siempre que el tipo impositivo sobre los divi-
dendos de origen extranjero no sea superior al tipo impositivo apli-
cado a los dividendos de origen nacional y que el crédito fiscal sea
al menos igual al importe pagado en el Estado miembro de la
sociedad que distribuye beneficios hasta el límite de la cuantía
impositiva aplicada en el Estado miembro de la sociedad benefi-
ciaria.

Además, el artículo 56 CE debe interpretarse en el sentido de que
se opone a una legislación de un Estado miembro que declara
exentos del impuesto sobre sociedades los dividendos que una
sociedad residente percibe de otra sociedad residente, mientras que
sujeta a dicho impuesto los dividendos que una sociedad residente
percibe de una sociedad no residente de la que posee menos del
10 % de los derechos de voto, sin concederle un crédito fiscal por el
impuesto efectivamente pagado por la sociedad que distribuye bene-
ficios en su Estado de residencia.
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2) El artículo 56 CE debe interpretarse en el sentido de que se opone
a la legislación de un Estado miembro que permite que determi-
nados dividendos que compañías aseguradoras residentes perciben
de sociedades residentes queden exentos del impuesto sobre socie-
dades, pero excluye tal exención para dividendos análogos percibidos
de sociedades no residentes, siempre que esto implique un trata-
miento menos favorable de estos últimos dividendos.

3) Los artículos 43 CE y 48 CE deben interpretarse en el sentido de
que se oponen a la inclusión, en la base imponible de una sociedad
residente establecida en un Estado miembro, de los beneficios obte-
nidos por una sociedad extranjera controlada en otro Estado
miembro cuando dichos beneficios estén sujetos en este último a un
nivel de tributación inferior al aplicable en el primer Estado, a
menos que tal inclusión concierna únicamente a los montajes pura-
mente artificiales destinados a eludir el impuesto nacional normal-
mente adeudado.

Por consiguiente, la aplicación de esa medida tributaria debe descar-
tarse cuando resulte, en función de elementos objetivos y verificables
por terceros, que, a pesar de que existan motivos de índole fiscal, la
citada sociedad extranjera controlada está implantada realmente en
el Estado miembro de acogida y ejerce en él actividades económicas
efectivas.

No obstante, los artículos 43 CE y 48 CE deben interpretarse en el
sentido de que no se oponen a una legislación fiscal nacional que
impone determinados requisitos cuando la sociedad residente
pretende quedar exenta de los impuestos ya pagados por los benefi-
cios de dicha sociedad controlada en su Estado de residencia,
siempre que dichos requisitos tengan como objetivo comprobar la
realidad de la implantación de la sociedad extranjera controlada y
el carácter efectivo de las actividades económicas de ésta sin que ello
implique restricciones administrativas excesivas.

4) Los artículos 56 CE a 58 CE deben interpretarse en el sentido de
que no se oponen a la legislación de un Estado miembro que
concede una ventaja fiscal en relación con el impuesto sobre socie-
dades para determinados dividendos que sociedades residentes
perciben de sociedades residentes, pero excluye tal ventaja para los
dividendos percibidos de sociedades establecidas en un país tercero
especialmente cuando la concesión de dicha ventaja está supeditada
a requisitos cuya observancia sólo puede ser comprobada por las
autoridades competentes de dicho Estado miembro recabando infor-
mación del Estado en que esté establecida la sociedad que reparte
los dividendos.

5) A falta de normativa comunitaria, corresponde al ordenamiento
jurídico interno de cada Estado miembro designar los órganos juris-
diccionales competentes y configurar la regulación procesal de los
recursos judiciales destinados a garantizar la salvaguardia de los
derechos que el Derecho comunitario confiere a los justiciables,
incluida la calificación de las demandas presentadas ante los
órganos jurisdiccionales nacionales por quienes hayan sido perjudi-
cados. No obstante, dichos órganos están obligados a garantizar
que los justiciables disponen de un cauce procesal efectivo que les
permita obtener la devolución del impuesto indebidamente recau-
dado y de las cantidades pagadas a dicho Estado miembro o rete-
nidas por éste en relación directa con tal impuesto. Por lo que
respecta a otros perjuicios sufridos por una persona por una infrac-
ción del Derecho comunitario imputable a un Estado miembro, éste
está obligado a reparar los daños causados a los particulares en las
condiciones recogidas en el apartado 51 de la sentencia de
5 de marzo de 1996, Brasserie du Pêcheur y Factortame

(C-46/93 y C-48/93), sin que esto excluya que, con arreglo al
Derecho nacional, el Estado pueda incurrir en responsabilidad en
virtud de requisitos menos restrictivos.

Cuando la legislación de un Estado miembro constituya una restric-
ción a la libertad de establecimiento prohibida por el artículo 43 CE
o una restricción a la libre circulación de capitales prohibida por el
artículo 56 CE, el órgano jurisdiccional remitente, para determinar
el perjuicio indemnizable, puede comprobar si los perjudicados han
actuado con una diligencia razonable para evitar el perjuicio o
reducir su importancia, y, si, en especial, han ejercitado en tiempo
oportuno todas las acciones que en Derecho les correspondían. No
obstante, para evitar que el ejercicio de los derechos que los
artículos 43 CE y 56 CE confieren a los particulares sea imposible
o excesivamente difícil, el órgano jurisdiccional remitente puede
determinar si la aplicación de dicha legislación, en relación, en su
caso, con las disposiciones pertinentes de los convenios para evitar
la doble imposición, hubiera conducido, en cualquier caso, al fracaso
de las pretensiones de las demandantes en el litigio principal ante
la Administración tributaria del Estado miembro de que se trate.

(1) DO C 182 de 23.7.2005.

Auto del Tribunal de Justicia (Sala Segunda) de 12 de junio
de 2008 (peticiones de decisión prejudicial planteadas por
el Tribunale amministrativo regionale del Lazio — Italia) —
Confcooperative Friuli Venezia Giulia (C-23/07), Luigi Soini
(C-23/07 y C-24/07), Azienda Agricola Vivai Pinato Mario e
figlio (C-23/07), Cantina Produttori Cormòns Soc. cons. arl.
(C-24/07)/Ministero delle Politiche agricole, alimentari e

forestali, Regione Friuli Venezia Giulia

(Asuntos acumulados C-23/07 y C-24/07) (1)

(Agricultura — Reglamentos (CE) nos 1493/1999, 753/2002
y 1429/2004 — Organización común del mercado vitivinícola
— Etiquetado de los vinos — Utilización de nombres de varie-
dades de vides o de sus sinónimos — Indicación geográfica
«Tokaj» para vinos originarios de Hungría — Posibilidad de
utilizar la denominación de variedad de vid «Tocai friulano» o
«Tocai italico» añadida a la mención de la indicación geográ-
fica de determinados vinos originarios de Italia — Exclusión
tras un período transitorio de trece años que terminó el
31 de marzo de 2007 — Validez — Base jurídica —
Artículo 34 CE — Principio de no discriminación — Princi-
pios de Derecho internacional relativos a los Tratados —
Adhesión de Hungría a la Unión Europea — Artículos 22

a 24 del Acuerdo ADPIC)

(2008/C 209/19)

Lengua de procedimiento: italiano

Órgano jurisdiccional remitente

Tribunale amministrativo regionale del Lazio
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